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León, Guanajuato, a 09 nueve de marzo del año 2011, dos mil once. . . . . . . . . .  
V I S T O para resolver el expediente número 033/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano JORGE LUIS CHÁVEZ LINO, en contra del Oficial Calificador ahora Árbitro Calificador y Agente de Tránsito, ambos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que el actor impugna la multa que se le impuso por la cantidad de $3,100.00 (tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional) y la detención de que fue objeto; cuya existencia se encuentra acreditada en autos de la presente causa administrativa, la de primer acto con el original el recibo número 71829 2 y la del segundo acto con la certeza de los hechos imputados al Agente de Tránsito demandado, por no contestar la demanda incoada en su contra. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
TERCERO.-  Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La  autoridad demandada no  hace valer causal de  improcedencia  alguna,  sin 
embargo, de manera oficiosa el Juzgador determina que respecto al acto de detención del ciudadano Jorge Luis Chávez Lino, se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción II del artículo 261 de aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La detención del impetrante como acto administrativo por su naturaleza se consumó de modo irreparable, toda vez que la privación de la libertad se agotó totalmente, pues se trata de hechos consumados, consecuentemente, en la especie el acto combatido se ejecutó de tal manera que ya no se pueden volver materialmente las cosas al estado que guardaban antes de la emisión del acto impugnado, lo anterior se desprende de la manifestado por el actor en el inciso a) del punto VI denominado “los hechos  que dan motivo a la demanda”, al reconocer “que se le privó de su libertad y que se le remitió al Oficial Calificador quien le impuso un arresto administrativo por 36 treinta y seis horas, comunicándosele que dicha sanción era conmutable por el pago de la cantidad de $3,100.00 (tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional), la que tuvo que pagar ante riesgo de que se le retuviera privado de su libertad”, de lo expuesto resulta evidente una confesión expresa que pone de manifiesto que el acto impugnado consistente en la privación de la libertad, se consumó o se extinguió, ya que cesaron sus efectos jurídicos ante el justiciable, al momento en que fue puesto en libertad; confesión expresa del actor que merece pleno valor probatorio, de acuerdo lo estipulado por el artículo 119 en relación con el 118 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato,  toda vez que el ciudadano Jorge Luis Chávez Lino, en el escrito de demanda asevera hechos propios, quien tiene capacidad para obligarse, por ser mayor de edad, además lo asevera con pleno conocimiento y sin coacción de ninguna naturaleza, pues de manera voluntaria y motu proprio afirma hechos realizados por él, en consecuencia, se cumplen con las exigencia establecidas en las diversas fracciones del artículo 118 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra causal  de  las  previstas  en  el  citado  artículo 261,  se  procede  al  estudio  de los conceptos de impugnación que aduce la actora en la demanda. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.-  Que en el primer concepto de impugnación de la demanda, aduce en esencia que el recibo folio 71189 2, expedido por el Oficial Calificador en funciones el 19 de diecinueve de diciembre del 2009, dos nueve, vulnera en su perjuicio el derecho subjetivo de audiencia reconocido y tutelado en el artículo 14 de nuestra Carta Magna, que debe respetares aún cuando la Ley en que se funde el acto reclamado no prevea el procedimiento para tal efecto, pues la esencia de dicho precepto se traduce en una garantía de seguridad jurídica para los gobernados, misma que impone la ineludible obligación a las autoridades para que previo a dictar un acto, cumpla con una serie de formalidades esenciales, porque tal derecho consiste en la oportunidad que debió concedérsele para defenderse debidamente, rindiendo pruebas y alegatos que sustenten su defensa, dado que sin haberse instaurado un procedimiento previo, se le decretó un arresto administrativo de 36 treinta y seis horas, conmutable por el pago de la cantidad de $3,100.00 (tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional), hubo vicios en el procedimiento que afectan su defensa, toda vez que no se respetó lo previsto en el Reglamento de Policía. En tanto que, el Oficial calificador en la contestación de demanda sostiene en esencia que manifiesta bajo protesta de decir verdad que en todo momento observó el procedimiento implementado en la Dirección a que pertenece, que se realizó el traslado del actor al médico legista quien emitió su dictamen, de donde se desprende la falta cometida, dejando constancia de que realizó la calificación de la sanción mediante un análisis de las circunstancias personales del infractor y demás aspectos necesarios para individualizar la misma, en donde como resultado a ese proceso se determinó la imposición de la multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No obstante que en el concepto de impugnación en estudio no señala el artículo del Reglamento de Policía para el Municipio de León, que considera violado, de la argumentación vertida se desprende la causa de pedir, puesto que podemos deducir el o los artículos del citado Reglamento de Policía, que se dejaron de aplicar en perjuicio de la parte actora, pues alega violaciones a la garantía de audiencia por vicios en el procedimiento administrativo. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. .  . . 
El oficial calificador ahora árbitro calificador, conforme a lo señalado por el artículo 49 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, tiene dentro de sus atribuciones llevar a cabo el procedimiento administrativo de calificación de la infracción e imposición de la sanción, cuando al actor se le impute la falta prevista en el artículo 35 del mismo Ordenamiento, que consiste en conducir en estado de ebriedad incompleta; luego entonces, si el mencionado Reglamento de Tránsito, no establece las formalidades del referido procedimiento administrativo y estimando que por disposición expresa del artículo 223 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, la autoridad demandada esta constreñida a respetar la Garantía de Audiencia del presunto infractor, no tiene impedimento alguna para llevar a cabo la calificación de la infracción que se le reprocha al justiciable, de acuerdo a las formalidades establecidas en los artículos 32, 34 y 35 del  Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
 Así las cosas, una vez que el detenido se encontrare ante la presencia de la autoridad demandada le hará saber verbalmente que tiene derecho a comunicarse telefónicamente con persona de su confianza para que lo asista y defienda, facilitándole los medios para ejerza este derecho -artículo 32-; además, la calificación se sustanciará en una sola audiencia -artículo 34-; y, las formalidades para desarrollarla las establece el artículo 35 numeral que dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 35.- La audiencia se desarrollará de la siguiente manera:


I.- Se inicia con la declaración del elemento de la policía municipal que hubiere practicada la detención y/o la presentación, o en su ausencia, con la toma de nota de las constancias aportadas por aquel, o con la declaración del denunciante si lo hubiere;


II.- A continuación se recibirán los elementos de prueba disponibles; 

III.- En seguida se escuchará al probable infractor detenido, por si o por conducto de su defensor o de la persona que lo asista, o por ambos si así lo desea; y, 


IV.- Finalmente, el oficial calificador resolverá fundando y motivando su resolución   conforme   a   las   disposiciones  de   éste  y  otros  ordenamientos.  La resolución  se notificará verbalmente o por  escrito a la  persona autorizada para los efectos a que haya lugar.”
Estos numerales garantizan al presunto infractor la defensa previa, pues antes de la determinación de la comisión de la falta administrativa y de la imposición de la sanción, debe dársele la oportunidad de ejercer sus derechos a que un abogado o persona de su confianza lo asista como defensor, de ofrecer y desahogar pruebas, de expresar alegaciones por sí o a través de su defensor y la emisión de una resolución fundada y motivada; sin embargo, es el caso que, la autoridad demandada no acredita haberle otorgado a la parte actora previamente a la imposición de la sanción combatida el derecho de defesa, dado que de un minucioso análisis de la Boleta de Control de fecha 19 diecinueve de diciembre del año 2009, dos mil nueve, levantada a las 04:05 cuatro horas con cinco minutos, que obra en el sumario, aportada por la demandada para justificar el respeto de ese derecho de audiencia previa, se concluye que al justiciable no se le hizo saber de manera expresa y detallada que tenía el derecho a ser asistido por un defensor o por una persona de su confianza, ni se le dio la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas, pues por una parte, se limita a expresar que “… previo a darle conocimiento el motivo por el cual se encuentra en esta audiencia de calificación y los derechos que el Reglamento y Otras Leyes le conceden…”, de este modo, existen irregularidades en el desarrollo de la audiencia de calificación de la falta, en virtud de que el derecho de audiencia o de ser oído en el procedimiento administrativo no debe restringirse a asentar una simple declaración del presunto infractor, sino que en principio debe hacerse patente la necesidad de hacerse patrocinar o representar por un profesional en el derecho o en su defecto por la persona de su confianza, para que el derecho de defensa previa debe ser de manera completa, por ende, tiene que asentarse detalladamente que al presunto infractor se le dio la oportunidad de designar a su defensor y de ofrecer medios de prueba, con la finalidad de que efectivamente se le dé la posibilidad de probar la veracidad de los hechos en los que apoya su defensa; en consecuencia, es el caso que la autoridad demandada no acredita haberle otorgado a la parte actora previamente a la imposición de la sanción combatida el derecho de defesan previa, amén de que la referida Boleta de Control aportada a fin de justificar que respetó al actor su derecho de audiencia, carece de la firma del justiciable y no se expresan las causas del por qué se abstuvo de firmar, siendo lo anterior así, se concluye que no respetó al demandante los derechos que constituyen la garantía de audiencia previsto por los artículos 32 y 35 fracciones II y III, del multireferido Reglamento de Policía, por lo que existen vicios procedimentales, que originan la ilicitud de la multa impuesta al actor e impugnada por éste. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, al no respetarse las formalidades establecidas en los artículos 32 y 35 del invocado Reglamento de Policía, para desarrollar la audiencia prevista en el procedimiento de calificación de las faltas e imposición de sanción, trae como consecuencia que la multa impugnada sea ilegal, al carecer del elemento de validez exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de ahí que esta irregularidad origina la nulidad de la multa impuesta al actor. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Que en el segundo concepto de impugnación de la demanda, el actor en esencia aduce que le irroga agravio el acto impugnado, toda vez que carece de la debida fundamentación y motivación que todo acto debe revestir, en atención a que únicamente se indican los artículos en que funda el acto y a expresar de manera sucinta los hechos que motivaron el acto impugnado, sin hacer argumentos legales, omitiendo exponer de manera congruente las razones particulares, circunstancias especiales o causas inmediatas que motivaron el acto contenido en el recibo, omitiendo relacionar tales motivos y consideraciones con los artículos que invoca y  para que un acto administrativo este debidamente fundado y motivado no basta invocar o trascribir un cuerpo de leyes o reglamentos, pues los motivos deben ser congruentes con los fundamentos, situación que en el presente caso no aconteció, dejándolo en estado de indefensión, violando su garantía de legalidad al expedirse el recibo impugnado sin la debida fundamentación y motivación, por lo que se actualiza la causal de nulidad contenida en el artículo 302 fracciones II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, debiéndose declarar la nulidad del acto impugnado. En tanto que, la demandada en esencia contesta respecto a este argumento que de la simple lectura del recibo impugnado notoriamente se aprecia que la fundamentación ahí contenida es la aplicable y se encuentra contenida en el cuerpo de leyes que el actor invocó y que el acto se encuentra motivado ya que se expresan con precisión todas y cada una de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tuvieron en consideración para emitir la sanción, amén de que existe una adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en caso concreto se configuran las hipótesis normativas, quedando claro al valorar al actor el médico legista después de un análisis  y concluir que efectivamente se encontraba en estado de ebriedad incompleta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, impone a las autoridades municipales la obligación de fundar y motivar sus actos, sin embargo, es el caso que la Boleta de Control, no cumple con el requisito de fundamentación y motivación; pues, por un lado, se encuentra insuficientemente fundada, por no expresar el nombre del Ordenamiento Legal al que pertenece el artículo 35 y por otro lado, no cumple con el requisito de motivación, toda vez que la autoridad demandada omite expresar las razones particulares, causas inmediatas o circunstancias especiales que estimó para señalar que los hechos que constituyen la conducta desplegada por el demandante encuadran en la hipótesis jurídica prevista como falta administrativa en el artículo 35 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A mayor abundamiento, en la referida boleta de control la autoridad demandada omite expresar razonamientos lógicos y jurídicos tendentes a justificar la comisión de la falta imputada al actor, esto es, deja de expresar las razones particulares en las que se apoyó para establecer el estado de ebriedad incompleta, dado que se limita a indicar que “al presentar al justiciable con el médico resultó ebrio incompleto anexando el certificado médico resultando ebrio incompleto”, pero en ninguna parte expresa el por qué el estado de ebriedad es incompleto, no menciona las bases o elementos que estimó para llegar a la conclusión de ese estado de ebriedad incompleto, además omite dar una explicación de manera pormenorizada del Dictamen Médico a Conductores de Vehículos, identificado con el folio número 12098, de fecha 19 diecinueve de diciembre del año 2009, dos mil nueve, ni tampoco explica en que consiste la prueba de respiración y sus resultados de 0.151, de ahí resulta que, se desconocen los alcances del diagnostico plasmado en el referido dictamen, resaltándose además, que en el Dictamen que nos ocupa no se dice detalladamente a que grado de intoxicación equivale el 0.151 reflejado como resultados de la prueba de respiración, ya que en el referido documento no se dan los parámetros que se deben seguir para establecer el estado de ebriedad completo o incompleto, por tanto, en la especie dejan de expresarse las consideraciones de hecho y de derecho por las cuales estima que se configura la comisión de la falta administrativa imputada al actor. . . . . . . 

Sobre el particular cabe mencionar, que estos dos puntos de agravio se analizan en esta sentencia, en virtud de que en ambos se aducen violaciones de carácter meramente formales, como lo son las consistentes en que no se respetó la garantía de audiencia y la falta de fundamentación y motivación del acto impugnado, de manera que, no se entra al estudio de cuestiones de fondo, amén de que la procedencia de violaciones formales excluyen el exámen de los vicios de fondo. Al respecto resulta ilustrativa la Tesis de Jurisprudencia con número de registro: 213.013, en materia(s): Común, localizada en la Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.75, Marzo de 1994. Tesis: V.2o. J/87. Página: 55, bajo el siguiente rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACION POR VICIOS DE FORMA DEL ACTO RECLAMADO. SU PROCEDENCIA EXCLUYE EL EXAMEN DE LOS QUE SE EXPRESAN POR FALTAS DE FONDO (AUDIENCIA, FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DEL ACTO EN CITA). Cuando se alegan en la demanda de amparo violaciones formales, como lo son las consistentes en que no se respetó la garantía de audiencia o en la falta de fundamentación y motivación del acto reclamado y tales conceptos de violación resultan fundados, no deben estudiarse las demás cuestiones de fondo que se propongan, porque las mismas serán objeto ya sea de la audiencia que se deberá otorgar al quejoso o, en su caso, del nuevo acto, que emita la autoridad; a quien no se le puede impedir que lo dicte, purgando los vicios formales del anterior, aunque tampoco puede constreñírsele, a reiterarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por último, no se deja de mencionar que el concepto de impugnación identificado con el número cuatro, queda analizado con los razonamientos lógicos y jurídicos vertidos en supralíneas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, el acto impugnado carece de los elementos de validez exigidos por las fracciones VI y VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que no cumple con el requisito de fundamentación ni el de motivación, pero además, no se expidió conforme a las formalidades del procedimiento administrativo, vicios formales que originan la ilicitud del acto combatido; por consiguiente, se afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, al violarse en su perjuicio los artículos 32 y 35, fracciones II, III y IV, del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por lo que de acuerdo a lo previsto por las fracciones II y III del artículo 302, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de declararse la nulidad de la multa impuesta en la calificación de la infracción al actor, por la cantidad de $3,100.00 (tres mil dos mil cien pesos 00/100 moneda nacional). Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así, con fundamento en el artículo 300, fracción VI, de este último Ordenamiento Legal, se ordena a la Oficial Calificador ahora Árbitro Calificador realice los trámites necesarios ante la Tesorería Municipal, para que al justiciable, se le haga la devolución de la cantidad de $3,100.00 (tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional), pagada por concepto de la multa impugnada, lo anterior dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado de forma inmediata la entrega de dicha cantidad al actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y VI, y 302 fracciones II y III,  del  Código  de  Procedimiento  y  Justicia   Administrativa  para el  Estado  y  los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de la multa impuesta en la calificación de la infracción al ciudadano Jorge Luis Chávez Lino, por la cantidad de $3,1 00.00 (tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional), por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se ordena a la Oficial Calificador ahora Arbitro Calificador realice los trámites necesarios ante la Tesorería Municipal, para que al ciudadano Jorge Luis Chávez Lino, se le haga la devolución de la cantidad de $3,100.00 (tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional), pagada por concepto de la multa impugnada, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que haya causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado de forma inmediata la entrega realizada al actor de dicha cantidad; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
